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Buenos Aires, 11 de mayo de 2009
EL DOCTOR NÉSTOR A. FASCIOLO DIJO:
I.
Contra la resolución (DI CRSS) 488/2007 de fojas 155 que desestimó la solicitud de revisión y en consecuencia, confirmó la deuda por capital, intereses y multa intimada por resoluciones (DV RRBB) 62/2007 y 48/2007 de fojas 134/135, derivada del Acta de Inspección 153255/1 y Acta de Infracción 153255/2, por haber considerado que la actora debía realizar contribuciones a razón del 21% de la nómina salarial y no del 17% de aquella, la rubraza dedujo recurso de apelación a fojas 174/182.
II.
Previo a la remisión de las actuaciones, a foja 211, obra informe del Ente Recaudador que da cuenta de que el apelante cumplió con el depósito previo exigido por el artículo 15 de la ley 18820.
III.
Despejado ese óbice formal de admisibilidad del remedio intentado, cabe al Tribunal decidir sobre la cuestión de fondo.
En este orden de cosas, comparto y hago míos los términos y conclusiones del dictamen de fojas 220/222 (número 25486 del 27/3/2009 del Sr. Fiscal Subrogante a cargo de la FG 2), los que doy por reproducidos como fundamento de mi voto y del que habrá de acompañarse copia con la notificación de la sentencia, por los que se concluye en que corresponde hacer lugar al planteo de la parte actora y, por ello, dejar sin efecto las resoluciones cuestionadas.
IV.
En atención a la solución arribada, corresponde ordenar que el organismo proceda a la devolución del depósito realizado en cumplimiento de los artículos 15 de la ley 18320 y 26 inciso b) de la ley 24463 dentro del plazo de diez días de firme y consentida la sentencia.
Por lo expuesto y de conformidad con lo dictaminado a fojas 220/222, propongo: 1) declarar formalmente admisible el recurso deducido; 2) hacer lugar al mismo y, en consecuencia, revocar la resolución atacada, dejar sin efecto los cargos formulados y ordenar el reintegro del depósito dentro del plazo de diez días de quedar firme y consentida la sentencia. Costas por su orden (art. 68 segundo párrafo CPCC).
LOS DOCTORES JUAN CARLOS POCLAVA LAFUENTE Y MARTÍN LACLAU DIJERON:
Adherimos a las conclusiones a que arriba el doctor Néstor A. Fasciolo.
Por lo que resulta del Acuerdo que antecede y de conformidad con lo dictaminado a fojas 220/222, el Tribunal
RESUELVE:
1) Declarar formalmente admisible el recurso deducido;
2) Hacer lugar al mismo y, en consecuencia, revocar la resolución atacada, dejar sin efecto los cargos formulados y ordenar el reintegró del depósito dentro del plazo de diez días de quedar firme y consentida la sentencia. Costas por su orden (art. 68 segundo párrafo CPCC). Cópiese, regístrese, notifíquese y oportunamente remítase.
 
		NÉSTOR A. FASCIOLO
JUEZ DE CÁMARA
	MARTÍN LACLAU
JUEZ DE CÁMARA
	JUAN C. POCLAVA LAFUENTE
JUEZ DE CÁMARA

	Ante mí:
Nicolás J. Rizzi
Prosecretario de Cámara
	 
	Ante mí:
José María Giammichelli
Secretario


 


 
EXCELENTÍSIMA CÁMARA:
I. A foja 219, se corre vista de las presentes actuaciones a este Representante del Ministerio Público Fiscal.
Surge de autos, que a fojas 134/135, la Administración Federal de Ingresos Públicos, mediante resolución 62/2007, emitida por la señora Jefa Interina de la División Revisión y Recursos de la Dirección Regional Bahía Blanca de la Administración Federal de Ingresos Públicos, ratificada a fojas 155/156, por resolución (DI CRSS) 488/2007, desestimó la impugnación y posterior recurso de revisión planteado por CODIMAT SA, con relación al Acta de Inspección 153255/1, y Acta de Infracción 153255/2.
En contra de las resoluciones mencionadas, deduce el contribuyente CODIMAT SA, recurso de apelación a fojas 174/181, con fecha 16 de octubre de 2007, el cual reúne los requisitos de admisibilidad y suficiente fundamentación, dándose por cumplido el requisito dispuesto en el artículo 26 inciso b) de la ley 24463 sobre depósito previo, con lo informado por la AFIP-DGI, a fojas 211.
II. En sede administrativa, mediante OI 153255, CODIMAT SA, Don Bosco ..., 8000, Bahía Blanca, Provincia de Buenos Aires, se inicia una fiscalización al contribuyente mencionado, respecto de las obligaciones relacionadas con el Sistema Único de Seguridad Social, motivado en la verificación del porcentaje aplicado para el cálculo de las contribuciones de su personal en relación de dependencia en el período setiembre de 2004 a setiembre de 2005.
Con fecha 28 de junio de 2006 se comunica al contribuyente CODIMAT SA, CUIT ..., el inicio de la inspección, notificándosele asimismo un requerimiento solicitando documentación previsional, respondido el mismo a fojas 6 y 20, y acompañó documentación a fojas 21/23.
La Administración Federal de Ingresos Públicos (la inspección actuante - Cr. Lublin, Mario Roberto - Legajo ...) notificó con fecha 23 de agosto de 2006 una deuda por diferencia de contribuciones no ingresadas, intereses y multa (fs. 83).
La deuda determinada, notificada por F 8400/L (017 número 0040849) obrante a foja 83, con copia de F 8015, corresponde a: Acta de Inspección 153255/1, determinativa de deuda por $ 84.980,86 (pesos ochenta y cuatro mil novecientos ochenta con ochenta y seis centavos) de capital, y $ 19.233,28 (pesos diecinueve mil doscientos treinta y tres con veintiocho centavos) de intereses; Anexo Acta de Infracción 153255/2, por un monto de deuda de $ 56.958,01 (pesos cincuenta y seis mil novecientos cincuenta y ocho con un centavo).
III. El Organismo Recaudador determina deuda al contribuyente CODIMAT SA, considerando que en el período setiembre de 2004 a setiembre de 2005, la empleadora debió calcular las contribuciones de su masa salarial de acuerdo al artículo 2, inciso a) del decreto 814/2001 -21%- en virtud de que sus "ventas totales anuales" -según R. (SPyME) 24/2001- superaban el monto de $ 48.000.000.
Pues por disposición de la ley 25565 se dispuso un incremento en un punto sobre las alícuotas unificadas del 20% y 16% las cuales fueron elevadas al 21% y 17% respectivamente, dependiendo la aplicación de una u otra de su encuadre en el artículo 2, inciso a) o b) del decreto 814/2001, y la norma que precisa tal encuadre es el decreto 1009/2001 en cuyo artículo 1 aclara que: A efectos de lo establecido en el artículo 2 del decreto 814 de fecha 20 de junio de 2001, modificado por la ley 25453, resultan comprendidos en el inciso a) del primer párrafo de la referida norma, aquellos empleadores cuya actividad principal encuadre en el sector "SERVICIOS" o en el sector "COMERCIO" de acuerdo con lo dispuesto en la resolución de la SECRETARÍA DE LA PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA (SPyME) del MINISTERIO DE ECONOMÍA 24 de fecha 15 de febrero de 2001, y su modificatoria, siempre que sus ventas totales anuales, calculadas en función de lo previsto en la citada resolución, superen, en todos todos los casos, los CUARENTA Y OCHO MILLONES DE PESOS ($ 48.000.000).
Como puede observarse, esta última norma remite a la resolución (SPyME) 24/2001 que en su artículo 1 al definir el concepto de micro, pequeñas y medianas empresas, dispone que se considerarán tales, aquellas que registren hasta un determinado monto de ventas totales anuales, excluido el impuesto al valor agregado y el impuesto interno correspondiente y que "...Se entenderá por valor de las ventas totales anuales, el valor que surja del promedio de los últimos tres (3) años a partir del último balance, inclusive, o información contable equivalente adecuadamente documentada...". Para el caso de las empresas dedicadas al comercio, establecía originariamente un monto de $ 48.000.000.
A su vez, la resolución general (AFIP) 1095/2001, al precisar los conceptos del decreto 1009/2001 supra citado marcó taxativamente los requisitos necesarios para ingresar en los incisos a) o b) del decreto 814/2001 marcando que: Artículo 10 - "Los empleadores, a efectos de determinar la alícuota que les corresponde utilizar para el cálculo de las contribuciones patronales con destino al Sistema Único de la Seguridad Social (SUSS) -conf. a lo establecido en el art. 2 del D. 814/2001, su modificación y sus complementarios-, deberán observar las disposiciones de la presente resolución general".
Artículo 2 - "A tales fines, se considerarán comprendidos en el inciso a) del artículo 2 del decreto mencionado en el artículo anterior, los empleadores que cumplan, en forma conjunta, solo con los siguientes requisitos:"
"a) que la actividad principal sea el comercio, o la prestación o locación de servicios, en cuyo caso se entenderá por actividad principal, la que represente respecto del total de la facturación bruta -neta de impuestos-, la de mayor porcentaje en el último ejercicio comercial o año calendario, de acuerdo con el último balance o información contable equivalente adecuadamente documentada, y"
"b) que la facturación bruta total -neta de impuestos-, correspondiente al promedio de los TRES (3) últimos ejercicios comerciales o años calendario, a partir del último balance o información contable equivalente adecuadamente documentada, haya sido superior a CUARENTA Y OCHO MILLONES DE PESOS ($ 48.000 000) cualquiera sea la cantidad de personal dependiente".
"En caso de empleadores cuya antigüedad sea menor a la requerida para efectuar los cálculos previstos en los incisos precedentes, se deberá analizar el total de los montos facturados hasta la fecha en que se realiza la evaluación".
"Los empleadores que no cumplan con alguno de los requisitos establecidos en los párrafos anteriores, quedan comprendidos en el inciso b) del artículo 2 del decreto 814/2001, su modificación y sus complementarios".
Con lo hasta aquí reseñado, culmina la AFIP, en que es evidente que el monto a considerar como tope para tributar contribuciones conforme al inciso b) del decreto 814/2001 -17%- era el de $ 48.000.000 en concepto de "ventas totales anuales", superado el cual necesariamente habría de liquidarse contribuciones conforme al inciso a) del mismo -21%-, y no obstante ello, con fecha 8 de noviembre de 2002, entró en vigencia la resolución (SPMEDR) 675/2002 que en su artículo 1 estableció "Sustitúyese el artículo 1 de la resolución 24 del 15 de febrero de 2001 de la ex SECRETARÍA DE LA PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA del MINISTERIO DE ECONOMÍA, estableciéndose que a los efectos de lo dispuesto por el artículo 1 del Título I de la ley 25300, serán consideradas Micro, Pequeñas y Medianas Empresas aquellas que registren hasta el siguiente nivel máximo de valor de las ventas totales anuales, excluido el impuesto al valor agregado y el impuesto interno que pudiera corresponder, expresado en PESOS ($): "regulando como valor tope para que una empresa del sector comercio sea considerada PyME, el de $ 86.400.000.
IV. La recurrente expresa que la discusión versa sobre el carácter de empresa PyME que posee mi mandante a tenor de su facturación en el ejercicio comercial, agraviándose del criterio aplicado por la Administración Federal de Ingresos Públicos, en la resolución recurrida, consistente en sostener que la norma del decreto 1009/2001 es autónoma para definir el límite de PyME en el importe facturado de $ 48.000.000 con prescindencia de lo que disponen la resolución (SPyME) 241/2001 y la resolución (SPMEDR) 675/2002.
También se agravia la recurrente en cuanto a que en la multa aplicada por la omisión parcial de ingreso de contribuciones (art. 14 de la RG 1566), el dictamen jurídico que fundamenta la resolución apelada, rechaza la argumentación desarrollada en el recurso de revisión centrando su análisis en la cuestión del elemento subjetivo integrante del tipo, haciendo casa omiso de otros argumentos relativos a indebida extensión analógica de la figura infraccional sobre la que no esboza argumento alguno.
Argumenta el contribuyente en su recurso de apelación de fojas 174/182, que el beneficio de reducción del porcentaje de contribuciones patronales deriva del decreto 814/2001, que el decreto 1009/2001 vino a complementar en la definición de PyMES por remisión a la resolución 24/2001, por el monto de ventas, netas de impuestos, que fijó en $ 48.000.000, y es importante recordar que el decreto 1009/2001, hace expresa remisión a la resolución 24/2001, modificada por la resolución 675/2002: ello significa que la definición de PyMES a los fines del beneficio, surge de la integración de dos normas: el decreto 814/2001 y su modificatorio, con la resolución 24/2001 y su modificatoria (SPyME) 675/2002; por lo tanto si se modifica la norma integradora por necesaria implicancia se modifica también la norma integrada.
Por lo tanto, la circunstancia de que la resolución general 1095, mencione el importe de $ 48.000.000, no es óbice, a nuestro juicio, para que el beneficio se extienda, a partir de la vigencia posterior de la resolución 675/2002, a las empresas con facturación inferior a $ 86.000.000. Ello así atendiendo, además, a que el fundamento para elevar el tope fue la devaluación ocurrida en diciembre de 2001 que afectó, naturalmente, el valor nominal de la facturación, así, en rigor, la AFIP debió actualizar la resolución general 1095 para adecuarla a la nueva definición cuantitativa de PyME; empero no pudo legítimamente invocar la norma desactualizada para quitar el beneficio a las empresas encuadradas como PyMES en actividad comercial, porque estaría sustituyendo al legislador en este caso delegado por el Congreso Nacional. Tampoco sobre este punto da respuesta la resolución recurrida.
En virtud de lo expuesto, y toda vez que el valor de las "ventas totales anuales" considera que su mandante para el ejercicio comercial comprendido entre setiembre de 2004 y agosto de 2005, arrojó un monto de $ 60.377.966,97, no cabe dudas de que encuadra como mediana empresa, en actividad comercial, en los términos del artículo 1 de la resolución (SPMEDR) 675/2002 y, consecuentemente, resulta alcanzada por el beneficio de reducción del porcentaje de contribuciones patronales derivado del decreto 814/2001.
Sostiene además en su apelación, que en el dictamen que da fundamento a la resolución recurrida, no se verifica un solo argumento que descalifique el fundamento reseñado por lo que, en este sentido, deviene arbitraria al apartarse de las normas aplicables al caso.
V. En orden a la cuestión traída a conocimiento de Vuestra Excelencia debo decir, que la solución del caso sub examine involucra una cuestión de interpretación legal, así, la elaboración del meollo de la sentencia no se obtiene aplicando la lógica tradicional.
Tanto la de Aristóteles, como la de los modernos y contemporáneos, es la lógica para tratar con ideas, o para tratar con realidades desde el punto de vista de lo que esas realidades son. En cambio al Juez no le interesa determinar puras realidades, sino decidir lo que se debe hacer frente a determinados aspectos de ciertas realidades. Y precisamente los aspectos que de esas realidades que interesan están conjugados con criterio estimativos.
El legislador opera con valoraciones sobre tipos de situaciones reales en términos generales y relativamente abstractos, lo esencial en su obra no consiste en el texto de la ley, sino en los juicios de valor que el legislador adoptó como inspiración para esta.
El proceso de producción del derecho continúa en la órbita del Juez, quien en lugar de valorar en términos generales tipos de situaciones, tiene que valorar en términos concretos situaciones individuales. Para eso tiene que valorar la prueba, valorar los hechos del caso planteado, comprendiendo su singular sentido, calificándolos, estimando cuáles son las reglas pertinentes, y valorando cuál debe ser la solución más justa dentro del orden positivo.
Mientras que el legislador tiene un ámbito de libertad relativamente amplio para elegir sus valoraciones, el Juez debe atenerse a los criterios adoptados por el orden positivo vigente, sobre todo y principalmente, a las valoraciones positivas en las que la ley está de hecho inspirada, y aplicar esas mismas estimaciones al caso singular siendo el fin primordial del intérprete dar pleno efecto a la voluntad del legislador, debiendo evitarse el excesivo rigor de los razonamientos que desnaturalicen al espíritu que ha inspirado su sanción, pues, por encima de lo que las leyes parecen decir literalmente, corresponde indagar lo que dicen jurídicamente, y si bien no cabe prescindir de las palabras, tampoco resulta adecuado ceñirse rigurosamente a ellas cuando lo requiera la interpretación razonable y sistemática, ya que el espíritu que la nutre ha de determinarse en procura de una aplicación racional, que elimine el riesgo de un formalismo paralizante (CSJN, A 70. XLI; ROR "Astra Compañía Argentina de Petróleo c/Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/proceso de conocimiento". Fallo del 18/11/2008).
Como ha dicho la Corte Suprema de Justicia de la Nación el 3 de marzo de 1992 (ED 146-321): "es regla de interpretación de las leyes dar pleno efecto a la intención del legislador, computando la totalidad de los preceptos de manera que armonicen con el resto del orden jurídico y con las garantías de la Constitución Nacional, propósito que no puede ser obviado por los jueces".
En el caso sub examine, el Organismo Recaudador determina deuda al contribuyente CODIMAT SA, considerando que en el período setiembre de 2004 a setiembre de 2005, la empleadora debió calcular las contribuciones de su masa salarial de acuerdo al artículo 2, inciso a) del decreto 814/2001 -21%- en virtud de que sus "ventas totales anuales" -según R. (SPyME) 24/2001- superaban el monto de $ 48.000.000.
Pero la fiscalización de la Administración Federal de Ingresos Públicos, debió aplicar en su inspección para los períodos analizados, la legislación positiva vigente aplicable a los mismos, esto es artículo 1 decreto 1009/2001; artículo 2 del decreto 814 de fecha 20 de junio de 2001, modificado por la ley 25453; decreto 814/2001, su modificación, y complementarios; resolución 24/2001 y su modificatoria (SPyME) 675/2002.
Por ello, considero que debería hacerse lugar al recurso de apelación y revocarse la resolución recurrida y su complementaria en cuanto fue materia de agravios.
En los términos que anteceden, tenga Vuestra Excelencia por contestada la vista conferida
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APORTES Y CONTRIBUCIONES. BENEFICIO DE REDUCCIÓN DE CONTRIBUCIONES PATRONALES. DECRETO 814/2001. CONFIGURACIÓN DE UNA EMPRESA COMO PYME. MOVILIDAD DEL MONTO DE VENTAS ESTABLECIDO POR LA RESOLUCIÓN (SPYME) 24/2001. PROCEDENCIA. VOTO DE LA MAYORÍA
APORTES Y CONTRIBUCIONES. BENEFICIO DE REDUCCIÓN DE CONTRIBUCIONES PATRONALES. DECRETO 814/2001. CONFIGURACIÓN DE UNA EMPRESA COMO PYME. MOVILIDAD DEL MONTO DE VENTAS ESTABLECIDO POR LA RESOLUCIÓN (SPYME) 24/2001. IMPROCEDENCIA. VOTO DE LA MINORÍA
BUENOS AIRES, 22 FEB 2012
LA DOCTORA NORA CARMEN DORADO DIJO:
I- Contra la resoluciones del organismo fiscal n° 48/09, obrante a fs. 198/99, se dirige el recurso de apelación de fs. 215/39.
II- En lo que hace a la admisibilidad formal del recurso interpuesto, en torno del cumplimiento de la carga fiscal impuesta por el art. 15 de la ley 18.820, el organismo administrativo informa a fs. 207, que el apelante presentó póliza de seguro de caución, por la suma reclamada. Así las cosas, estimo que el recurso en cuestión, deviene formalmente admisible, de conformidad con el criterio sentado por el Alto Tribunal, en la causa "Orígenes AFJP. S.A. c/AFIP", (CSJN., sent. del 4/11/08, Fallos 331:2480).
III-En lo referente al fondo de la cuestión, surge de autos que el organismo fiscal determino deuda al apelante, en concepto de diferencias en torno del pago de las contribuciones patronales referentes a los períodos fiscales 1/05 a 12/07. Para ello, tuvo en cuenta que la firma en cuestión no encuadra, en el lapso referido, como PYME en los términos previstos por la ley 24.467, a los fines de ingresar un alícuota reducida del 17 % de conformidad con lo previsto por el Dec. 814/01 y ley 25.565.
En su memorial recursivo, el apelante sostiene que la categorización como PYME esta dada por la Res. 675/02 de la Secretaría de la Pequeña y Mediana Empresa (SEP y ME), que estableció dicha adjetivación para las empresas cuyo monto promedio de ventas no supere la suma de $ 86.400.000, elevándose posteriormente a la suma de $ 88.800.000, conforme lo dispuesto por la Disposición 147/06, del ente en cuestión. En tal sentido, el actor, se agravia de que el organismo fiscal, para excluirlo de la categorización como PYME le aplico la primigenia Res. de la SEP y ME. N° 24/01, como la Resolución de la AFIP n° 1095/01 que establecieron un tope de $ 48.000.000, a los fines del encuadramiento de una empresa como PYME.
Que así las cosas, estimo que no le asiste razón al recurrente en el planteo incoado. Conforme surge de la normativa en análisis, el dec. 814/01), art. 2 inc. b) (cfr. modificación practicada por la ley 25.453), consagro una alícuota reducida del 16% en concepto de contribuciones patronales para los empleadores que encuadren como PYME en los términos previstos por la ley 24.467. Esta ley, encomendó a la autoridad de aplicación, definir las características de las empresas que serían definidas como PYMES (conf. art. 2). A su vez, el art. 83 de la ley, definía a las PYMES como aquellas que posean un plantel que no superen los 40 trabajadores (inc. a), o que tuvisien una facturación anual inferior a la cantidad que para cada actividad o sector fije la Comisión Especial de Seguimiento del art. 104 de la ley (inc. b). El art. 105, creaba la Comisión Especial de Seguimiento, una de cuyas funciones era determinar el monto de la facturación anual, a los efectos previstos en el art. 83 mencionado.
El dec. 943/97, de incorporación de la Secretaría de la Pequeña y Mediana Empresa, al ámbito del Poder Ejecutivo, determino como objetivo de la misma "entender en la aplicación de las normas correspondientes a los Títulos I y II de la ley 24.467 y de las disposiciones dictadas en consecuencia, en su carácter de Autoridad de Aplicación.
Posteriormente, se sanciona el Dec. 146/99 (de reglamentación de la ley Pymes), el cual por su art. 10, estableció que la Comisión Especial de Seguimiento, a fin de evaluar la procedencia de la modificación del monto de facturación anual previsto en el inc. b) del art. 83 de la ley 24.467, debía reunirse una vez al año, constituyendo la Secretaría de la Pequeña y Mediana Empresa, dependiente de la Presidencia de la Nación, como un organismo de consulta de esa Comisión.
Con la sanción de la ley 25.300 (ley de fomento para la micro, pequeña y mediana empresa), de nuevo se derivo en la autoridad de aplicación, definir las características de las empresas que serán consideradas como tales (art. 1). En esta inteligencia, es que la Secretaría de la Pequeña y Mediana Empresa, sanciona la Res. 24/01 que establece los montos de facturación, a los fines del encuadramiento como PYME (de $ 48.000.000 para el caso de comercio y de $ 12.000.000, para el caso de servicios).
A su turno, el PE, mediante la sanción del dec. 1009/01, dispuso aplicar la pauta numérica de la Res. 24/01 a los efectos de delimitar la excepción consagrada por el art. Art. 2 inc. a) del Dec. 814/01, criterio éste que es seguido por el organismo fiscal, con la sanción de la Res. Gral n° 1095,
En esta inteligencia, el problema que se suscita en autos, radica en que en el año 2002, la Secretaría de la Pequeña y Mediana Empresa, dictó la Res. 675/02, por el cual actualizó los montos a los fines de la configuración del carácter de una empresa como Pyme, estableciendo el mismo en la suma de $ 86.400.000 para el comercio y de $ 21.600.000 para servicios, normativa ésta que no es recepcionada por resolución fiscal alguna. Pero conforme surge de los considerandos de la Res. 24/01, como de la Res. 675/02, las mismas fueron dictadas a los fines de reglamentar el art. 1 de la ley 25.300, ley esta que tenía por objetivo el fortalecimiento competitivo de las pequeñas y medianas empresas, situación esta que se vio plasmada, entre otros instrumentos, por el art. 2 de la ley en cuestión, a través del cual se crea el Fondo Nacional de Desarrollo para la Micro, Pequeña y Mediana Empresa, con el objeto de realizar aportes de capital y brindar financiamiento a la mismas, y no a los fines de reglamentar la ley 24.467. En consecuencia, y tal como lo sostiene el organismo fiscal, la norma en cuestión fue reglamentada a los fines de la excepción prevista por el art. 2 inc. a) del Dec. 814/01, a través del Dec. 1009/01 y de la Res. Gral. de la Afip N° 1095, que en su momento, decidieron adoptar la pauta numérica referida por la Res. 24/01, pero que no implica que las posteriores actualizaciones que se realicen sobre la misma, impacten sobre el monto normado por el Dec. 1009/01, en la medida en que el Poder Ejecutivo, no lo determine.
Por último, en lo atinente al agravio por la cual solicita se deje sin efecto la multa aplicada por ausencia de culpa, como elemento subjetivo de la conducta sancionada, tampoco habré de hacer lugar al mismo, Ello así, toda vez que se ha sostenido que "en caso de multas previsionales, la constatación de la infracción, genera la siguiente responsabilidad y sanción del infractor, salvo que este invoque y demuestre la existencia de alguna circunstancia exculpatoria válida. La aplicación de sanciones constituye, en definitiva, el ejercicio del poder propio de la administración cuya razonabilidad cae bajo el control del Poder Judicial para evitar que la discrecionalidad se convierta en arbitrariedad (CNConAdmFed Sala II, sent. del 14/11/96, "Cargill S.A. c/IASCAU"). Por otro lado, la Res. Gral n° 3756/93 solo vino a reglamentar la ley 17.250 en cuanto a las causales que hacen variar los porcentajes de las multas aplicables, ya que si bien la ley citada establecía una graduación de "hasta el 30% del total adeudado por el concepto indicado en caso de mora en el depósito de los aportes y contribuciones", era necesario discriminar en razón de que circunstancia variaba este porcentaje, quedando a la discrecionalidad del juez, verificar si efectivamente se dan los supuestos que autorizarían a que los mismos se apliquen. Además, la propia Resolución General prevé multa sancionatoria que va variando según los días de atraso para "resarcirse" de los días de mora.
De allí que la potestad jurisdiccional no se agota en la aplicación de las normas, sino que exige discriminar los distintos aspectos del litigio, a fin de lograr en cada hipótesis la justicia concreta del caso (ello así pues la equidad y el principio de razonabilidad exige que se cuide especialmente, que las normas legales mantengan coherencia con las reglas constitucionales durante el lapso que dure su vigencia en el tiempo, de suerte que su aplicación concreta no resulta contradictoria con la establecida en la Ley Fundamental (Fallos 307:862; 311:394, entre otros; CNCont. Adm. Fed. Sala IV "Impra S.A.", sent. del 21/11/95).
Por tal razón, y siendo la finalidad de la multa castigar el ingreso tardío de aportes con los que se necesita contar en tiempo oportuno para la financiación del sistema, resulta innecesario la atribución de culpa o dolo para su procedencia, por lo que corresponde rechazar el planteo efectuado.
Por las razones expuestas, habré de propiciar 1) Declarar formalmente admisible el recurso interpuesto, 2) Confirmar la resolución recurrida, 3) Costas a la vencida. Regúlense los honorarios profesionales de los letrados intervinientes en el … % y … % respectivamente para el letrado de la parte actora y demandada (conf. art. 8 ley 21.839 13 ley 24.432).
EL DOCTOR LUIS RENÉ HERRERO DIJO:
Disiento con la solución propuesta por mi colega preopinante, pues estimo -en orden a la habilitación de la instancia judicial- que el art. 15 de la ley 18.820 y sus modificatorias, exige el previo depósito de las sumas reclamadas tanto en los casos en que se determine deuda por falta de aportes como en los supuestos en los que se fijen multas, por lo que no cabe efectuar distinción alguna al respecto.
Si bien es cierto que el Alto Tribunal de la Nación ha relativizado los efectos jurídicos del requisito del depósito previo frente a la garantía de la tutela judicial efectiva, ha fijado ciertas pautas de interpretación que no pueden ser soslayadas, so riesgo de ocasionar un severo daño a las finanzas del Estado que es el bien jurídico al servicio de la comunidad que la citada carga legal pretende resguardar.
En efecto, el Tribunal Cimero ha señalado que, sin perjuicio de que el art. 15 de la ley 18.820 impone un requisito indispensable para la viabilidad del recurso de apelación que no importa una restricción constitucional a las garantías de igualdad y defensa en juicio (Fallos 155:96; 162:363; 135:479; 238:418; 247:181; 161:101, etc.), existen situaciones que quedan comprendidas dentro de las hipótesis de excepción que la doctrina de aquélla así ha considerado, como la desproporcionada magnitud del monto del depósito con relación a la concreta capacidad económica del apelante, que tornaría ilusorio su derecho en razón del importante desapoderamiento que podría significar su cumplimiento (Fallos 247:181; 250:208, etc.); no obstante, ha puntualizado que la exención sólo es viable en casos de falta comprobada e inculpable de los medios para enfrentar la erogación (Fallos 256:38;261:101; 288:387, entre otros) y cuando tal imposibilidad encuentre sustento en elementos objetivos agregados a la causa, estimando insuficientes a estos efectos las manifestaciones en abstracto del interesado (cf. C.S.J.N., Fallos, 225:201; 249:221; etc.).
Ahora bien, en relación al seguro de caución ofrecido, soy de opinión que este sucedáneo que ofrece la apelante carece de validez a los fines pretendidos, pues no puede soslayarse que el fundamento esencial del requisito del solve et repete, no es otro que la impostergable necesidad del Estado de atender a las finanzas públicas y a los requerimientos de la población, la cual no puede ser satisfecha -como es fácil advertir- a través de garantías de aquella índole.
La validez del acto administrativo de determinación impositiva está fundada en razones de orden y seguridad públicos, y su lógico corolario es la regla que impone el respeto y la obligación de pagar el impuesto para seguir reclamando por las vías legales (cf. Roberto Tamagno, "La determinación tributaria", Enciclopedia Jurídica Omeba, T.VII, pág. 771).
La regla del depósito previo no es entonces, caprichosa ni arbitraria. Constituye, por el contrario, una razonable derivación del interés público que persigue el derecho tributario y uno de los pilares en el que se asienta la eficacia de la gestión fiscal del Estado.
Se ha dicho asimismo que "es posible sostener que el "solve et repete" recibe su convalidación de razones de interés general similares a las que fundan otras prestaciones obligatorias de los ciudadanos, tales como el deber de emitir el sufragio, de defender a la patria con las armas, o el de soportar restricciones en los derechos patrimoniales en pro del interés público, situaciones todas ellas en las que la realización del bien común justifica el sacrificio del bien particular" (...) "Puede concluirse entonces que el principio "solve et repete" constituye un resorte que el Estado puede legítimamente utilizar en favor del interés colectivo ínsito en la celeridad y eficacia de la percepción de los impuestos, aunque para ello sea menester ocasionar las dificultades individuales que suponen el deber de pagar primero para reclamar después" (cf. Reflexiones sobre el principio "solve et repete"; Alejo A. Martínez Araujo, Luis A. Vedoya y Martín López Olaciregui; en La Ley del 14/10/97, pág. 2).
En un país en que la cultura de la evasión está muy arraigada entre sus habitantes y las necesidades de la administración son cada vez más acuciantes por efecto de la crisis económica y social que padece, el recaudo del "solve et repete" representa -a mi criterio- un estímulo al cumplimiento de las cargas fiscales y un freno a las conductas insolidarias y antisociales que han conducido a importantes sectores de la población al absurdo de colocar al evasor en un lugar destacado en el podio de los cultores de la "viveza criolla" nacional.
Por lo demás, nada dice la apelante acerca de su posibilidad -o no- de cumplir con el depósito previo de la suma determinada, circunstancia que podría haber motivado que se la exceptuara del mentado requisito.
En consecuencia, propongo declarar desierto el recurso interpuesto, por incumplimiento de la manda contenida en los art. 15 de la ley 18.820 y 12 de la ley 21.864. Con costas a la vencida.
Es mi voto.
EL DOCTOR EMILIO LISANDRO FERNANDEZ DIJO:
En las presentes actuaciones se interpone impugnación contra la resolución 48/2009 que ratificó la determinación de deuda relativa a contribuciones patronales destinadas al sistema de seguridad social por un total de $ 4.864.341,31 correspondientes a los períodos fiscales 01/2005 al 12/2007.
El apelante no efectúa el depósito previo de la suma reclamada y aporta una póliza de caución por la suma de $ 4.502.891,15 lo que constituye un sucedáneo válido para garantizar el crédito más aun si se tiene presente mi criterio vertido en autos "Fusco de Abelardo Dora Catalina c/AFIP-DGI" sent. 77.052 del 30/11/99, "Maugeri Venerando Alfredo c/AFIP s/lmpugnación de deuda" sent. 77.143 del 6/12/99 entre muchos otros en los que sostuve la inconstitucionalidad de la exigencia del depósito previo.
El Alto Tribunal admitió como excepciones los casos de desproporcionada magnitud del monto a depositar con relación a la concreta capacidad económica del apelante y la falta comprobada e inculpable de los medios para afrontar dichas erogaciones ("Dintel SA" sent. del 11/9/90 pub. DT junio 1991 pág.1059; "Villar Hnos y Cía SRL" pub. DT 1986-A-229; Fallos 288:287, cons. 10) ó cuando el requerimiento evidencia en forma inequívoca un propósito persecutorio por parte de los organismos administrativos.
En consecuencia a tenor de las constancias de autos y lo expuesto precedentemente procederé a entender en el recurso impetrado.
El apelante cuestiona que el organismo actuante le reclama una deuda inexistente, pues según sostiene, durante el período (01/2005 a 12/2007) las contribuciones de seguridad social se efectuaron sobre una alícuota del 17% de conformidad a lo establecido por la ley 25.565 atento a que la alícuota diferencial dispuesta por el art. 9º de la ley 25.453 para determinados sujetos -los del inciso a) del art. 2° del decreto 814/01- no resultaba aplicable a su respecto toda vez que no se verifican los presupuestos fácticos previstos en la norma legal.
La AFIP, por su parte refiere que la empresa contribuyente, por su nivel de ventas, se encuentra dentro de los parámetros del art. 2° inciso a. del Decreto 814/2001 por lo que debió liquidar las contribuciones patronales con una alícuota del 21% en lugar del 17% como lo hizo.
Ahora bien, el beneficio de reducción de porcentaje de contribuciones patronales derivados del Decreto 814/01 se complementa con el Decreto 1009/01 que estableció la definición de Pymes, por remisión a la Resolución N" 24/2001, que a través de su art. 1º dispuso que serían consideradas micro, pequeñas y medianas empresas aquellas cuyas ventas totales expresadas en pesos no superen los valores por ella establecidos. Dichos montos, a posteriori, fueron actualizados en virtud de la Resolución 675/02 de la Secretaría de la Pequeña y Mediana Empresa y Desarrollo Regional.
Siendo que el fundamento para elevar el tope fue la devaluación acaecida en nuestro país en diciembre de 2001, como es de público conocimiento, surge que el organismo actuante debió actualizar la R.G. 1095 en similar medida para adecuarla a una nueva definición cuantitativa de Pyme pero no invocar una norma desactualizada para quitar el beneficio a empresas encuadradas como Pymes en la actividad comercial.
En virtud de lo anterior toda vez que según resulta de los valores que surgen de las actuaciones y que no merecieran observaciones de parte de AFIP (ver términos del dictamen de fs. 172/178) las ventas totales anuales de la impugnante para el período 01/2005 a 12/2007 arrojó un monto inferior al límite fijado por la Resolución 675/2002 para la tipificada como mediana empresa con actividad comercial, por lo que Vía Bariloche SA resulta alcanzada por el beneficio de reducción de contribuciones patronales derivado del Decreto 814/2001.
Lo antes expresado viene a coincidir con el criterio adoptado por la jurisprudencia de esta Cámara (ver Sala III SD.125.281 del 11/05/09 "Codimat SA c/AFIP-DGI s/Impugnación de deuda" y dictamen N° 25486/09 del Sr. Representante del Ministerio Público a cargo de la Fiscalía N° 2)
Por lo expuesto, propicio: 1º) Declarar habilitada la presente instancia judicial, 2º) Revocar la resolución impugnada, dejando sin efecto los cargos formulados 3º) Imponer las costas al organismo (art. 68 CPCCN) 4°) Regular los honorarios de la representación letrada de la parte actora en la suma de $ … (art. 13 de la ley 24.432).
EL DOCTOR JUAN CARLOS POCLAVA LAFUENTE DIJO:
Adhiero a las consideraciones del voto del Dr. Emilio Lisandro Fernández.
A mérito de lo que resulta del voto de la mayoría, el Tribunal Resuelve: 1º) Declarar habilitada la presente instancia judicial, 2º) Revocar la resolución impugnada, dejando sin efecto los cargos formulados 3º) Imponer las costas al organismo (art. 68 CPCCN) 4º) Regular los honorarios de la representación letrada de la parte actora en la suma de $ … (art. 13 de la ley 24.432).
Regístrese, notifíquese y oportunamente devuélvase.
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Buenos Aires, 19 de febrero de 2013
LA DOCTORA NORA CARMEN DORADO DIJO:
I- Contra la resoluciones del organismo fiscal n° 221/11, obrante a fs. 64/5, se dirige el recurso de apelación de fs. 67/81.
II- En lo que hace a la admisibilidad formal del recurso interpuesto, en torno del cumplimiento de la carga fiscal impuesta por el art. 15 de la ley 18.820, el organismo administrativo informa a fs. 170, que el apelante presentó póliza de seguro de caución, por la suma reclamada. Así las cosas, estimo que el recurso en cuestión, deviene formalmente admisible, de conformidad con el criterio sentado por el Alto Tribunal, en la causa "Orígenes AFJP. S.A. c/AFIP", (CSJN., sent. del 4/11/08, Fallos 331:2480).
III- En lo referente al fondo de la cuestión, surge de autos que el organismo fiscal determino deuda al apelante, en concepto de diferencias en torno del pago de las contribuciones patronales referentes a los períodos fiscales 10/06 a 11/09. Para ello, tuvo en cuenta que la firma en cuestión no encuadra, en el lapso referido, como PYME en los términos previstos por la ley 24.467, a los fines de ingresar una alícuota reducida de conformidad con lo previsto por el Dec. 814/01 y ley 25.565.
En su memorial recursivo, el apelante sostiene que la categorización como PYME esta dada por la Res. 675/02 de la Secretaría de la Pequeña y Mediana Empresa (SEP y ME), que estableció dicha adjetivación para las empresas cuyo monto promedio de ventas no supere la suma de $. ..., elevándose posteriormente a la suma de $. ..., conforme lo dispuesto por la Disposición 147/06, del ente en cuestión. En tal sentido, el actor, se agravia de que el organismo fiscal, para excluirlo de la categorización como PYME le aplico la primigenia Res. de la SEP y ME. N° 24/01, como la Resolución de la AFIP n° 1095/01 que establecieron un tope de $ ..., a los fines del encuadramiento de una empresa como PYME.
Que así las cosas, estimo que no le asiste razón al recurrente en el planteo incoado. Conforme surge de la normativa en análisis, el dec. 814/01), art. 2 inc. b) (cfr. modificación practicada por la ley 25.453), consagro una alícuota reducida del 16% en concepto de contribuciones patronales para los empleadores que encuadren como PYME en los términos previstos por la ley 24.467. Esta ley, encomendó a la autoridad de aplicación, definir las características de las empresas que serían definidas como PYMES (conf. art. 2). A su vez, el art. 83 de la ley, definía a las PYMES como aquellas que posean un plantel que no superen los 40 trabajadores (inc. a), o que tuviesen una facturación anual inferior a la cantidad que para cada actividad o sector fije la Comisión Especial de Seguimiento del art. 104 de la ley (inc. b). El art. 105, creaba la Comisión Especial de Seguimiento, una de cuyas funciones era determinar el monto de la facturación anual, a los efectos previstos en el art. 83 mencionado.
El dec. 943/97, de incorporación de la Secretaría de la Pequeña y Mediana Empresa, al ámbito del Poder Ejecutivo, determino como objetivo de la misma "entender en la aplicación de las normas correspondientes a los Títulos I y II de la ley 24.467 y de las disposiciones dictadas en consecuencia, en su carácter de Autoridad de Aplicación.
Posteriormente, se sanciona el Dec.146/99 (de reglamentación de la ley Pymes), el cual por su art. 10, estableció que la Comisión Especial de Seguimiento, a fin de evaluar la procedencia de la modificación del monto de facturación anual previsto en el inc. b) del art. 83 de la ley 24.467, debía reunirse una vez al año, constituyendo la Secretaría de la Pequeña y Mediana Empresa, dependiente de la Presidencia de la Nación, como un organismo de consulta de esa Comisión.
Con la sanción de la ley 25.300 (ley de fomento para la micro, pequeña y mediana empresa), de nuevo se derivo en la autoridad de aplicación, definir las características de las empresas que serán consideradas como tales (art. 1). En esta inteligencia, es que la Secretaría de la Pequeña y Mediana Empresa, sanciona la Res. 24/01 que establece los montos de facturación, a los fines del encuadramiento como PYME (de $ ... para el caso de comercio y de $ ..., para el caso de servicios).
A su turno, el PE. mediante la sanción del dec. 1009/01, dispuso aplicar la pauta numérica de la Res. 24/01 a los efectos de delimitar la excepción consagrada por el art. Art. 2 inc. a) del Dec. 814/01, criterio éste que es seguido por el organismo fiscal, con la sanción de la Res. Gral n° 1095,
En esta inteligencia, el problema que se suscita en autos, radica en que en el año 2002, la Secretaría de la Pequeña y Mediana Empresa, dictó la Res. 675/02, por el cual actualizó los montos a los fines de la configuración del carácter de una empresa como Pyme, estableciendo el mismo en la suma de $ ... para el comercio y de $ ... para servicios, normativa ésta que no es recepcionada por resolución fiscal alguna. Pero conforme surge de los considerandos de la Res. 24/01, como de la Res. 675/02, las mismas fueron dictadas a los fines de reglamentar el art. 1 de la ley 25.300, ley esta que tenía por objetivo el fortalecimiento competitivo de las pequeñas y medianas empresas, situación esta que se vio plasmada, entre otros instrumentos, por el art. 2 de la ley en cuestión, a través del cual se crea el Fondo Nacional de Desarrollo para la Micro, Pequeña y Mediana Empresa, con el objeto de realizar aportes de capital y brindar financiamiento a la mismas, y no a los fines de reglamentar la ley 24.467. En consecuencia, y tal como lo sostiene el organismo fiscal, la norma en cuestión fue reglamentada a los fines de la excepción prevista por el art. 2 inc. a) del Dec. 814/01, a través del Dec. 1009/01 y de la Res. Gral. de la AFIP N° 1095, que en su momento, decidieron adoptar la pauta numérica referida por la Res. 24/01, pero que no implica que las posteriores actualizaciones que se realicen sobre la misma, impacten sobre el monto normado por el Dec. 1009/01, en la medida en que el Poder Ejecutivo, no lo determine.
Por las razones expuestas, habré de propiciar 1) Declarar formalmente admisible el recurso interpuesto, 2) Confirmar la resolución recurrida, 3) Costas a la vencida. Regúlense los honorarios profesionales de los letrados intervinientes en el ... % y ... % respectivamente para el letrado de la parte actora y demandada (conf. art. 8 ley 21.839 13 ley 24.432).
EL DOCTOR EMILIO LISANDRO FERNANDEZ DIJO:
En las presentes actuaciones se interpone impugnación contra la resolución 221/2011(DV JBSS- DI FOSS) que ratificó la determinación de deuda relativa a contribuciones patronales destinadas al sistema de seguridad social, período 10/2006 a 11/2009.
El apelante sostiene que, en razón del valor de las ventas anuales para los períodos que describe, no cabe duda que encuadra como mediana empresa, en actividad comercial en los términos del art. 1 de la Resolución 24/2001 y sus modificatorias y consecuentemente resulta alcanzada por el beneficio de reducción del porcentaje de contribuciones patronales derivado del Decreto 814/2001. Afirma que la fundamentación de la AFIP se basa en la interpretación de las normas y utiliza opiniones, decisiones y dictámenes emitidos por ese mismo organismo descalificando sus fundamentos al indicar que las normas esgrimidas para la calificación de PYME de la empresa son de una jerarquía inferior a los decretos 814/01 y 1009/01 , señala a ese respecto que la Resolución 24/01 de la Secretaría de la Pequeña y Mediana Empresa es reglamentaria de la Ley 25.300 sancionada el 16 de agosto de 2000 por lo que esta norma es la que le otorga la calidad de PyME a una empresa y no las resoluciones, ya que en estas únicamente se establecen los parámetros para la calificación por delegación expresa del Legislador al PEN para ello( art. 1 de la ley 25.300) La negativa de la AFIP a modificar sus normas como la resolución AFIP 1095 para adecuarlas a la realidad económica tal como se hizo con la resolución reglamentaria de la ley 25.300 con el objeto de aumentar la presión fiscal sobre los empleadores, deviene en una practica confiscatoria que vulnera principios consagrados en la Carta Magna.
La AFIP, por su parte sostiene que los empleadores comprendidos en los sectores comercio y servicio cuyas ventas totales anuales no superen el límite de $... fijado por el Dec. 1009/01 según las precisiones de la RG N° 1095 corresponde que tribute por la alícuota del 21%( art. 2, inc. a) del dec. 814/01) con independencia de que puedan revestir el carácter de PyMES en el marco de la Resolución N° 24/01 y sus mod. en la cuestión.
Ahora bien, el beneficio de reducción de porcentaje de contribuciones patronales derivados del Decreto 814/01 se complementa con el Decreto 1009/01 que estableció la definición de PyMES, por remisión a la Resolución N° 24/2001, que a través de su art. 1º  dispuso que serían consideradas micro, pequeñas y medianas empresas aquellas cuyas ventas totales expresadas en pesos no superen los valores por ella establecidos. Dichos montos, a posteriori, fueron actualizados en virtud de la Resolución 675/02 de la Secretaría de la Pequeña y Mediana Empresa y Desarrollo Regional.
Siendo que el fundamento para elevar el tope fue la devaluación acaecida en nuestro país en diciembre de 2001, como es de público conocimiento, surge que el organismo actuante debió actualizar la R.G. 1095 en similar medida para adecuarla a una nueva definición cuantitativa de PyME pero no invocar una norma desactualizada para quitar el beneficio a empresas encuadradas como PyMES en la actividad comercial.
En virtud de lo anterior toda vez que según resulta de los valores que surgen de las actuaciones y que no merecieran observaciones de parte de AFIP las ventas totales anuales de la impugnante para el período de cargo arrojó un monto inferior al límite fijado por la Resolución 675/2002 para la tipificada como mediana empresa con actividad comercial, por lo que Granja dos Cuñados S.A. resulta alcanzada por el beneficio de reducción de contribuciones patronales derivado del Decreto 814/2001.
Lo antes expresado viene a coincidir con el criterio adoptado por la jurisprudencia de esta Cámara (ver Sala III SD.125.281 del 11/05/09 "Codimat SA c/AFIP-DGI s/impugnación de deuda" y dictamen N° 25486/09 del Sr. Representante del Ministerio Público a cargo de la Fiscalía N° 2)
Por lo expuesto, propicio: Revocar la resolución impugnada, dejando sin efecto los cargos formulados. Imponer las costas al organismo (art. 68 CPCCN) 4°) Regular los honorarios de la representación letrada de la parte actora en la suma de $... (art. 13 de la ley 24.432), suma a la que se adicionará el IVA en caso de corresponder.
EL DOCTOR LUIS RENE HERRERO DIJO:
Adhiero al voto del Dr. Fernández.
A mérito de lo que resulta del voto de la mayoría, este Tribunal RESUELVE: 1) Revocar la resolución impugnada, dejando sin efecto los cargos formulados. 2) Imponer las costas al organismo (art. 68 CPCCN), 3) Regular los honorarios de la representación letrada de la parte actora en la suma de $... (art. 13 de la ley 24.432), suma a la que se adicionará el IVA en caso de corresponder.
Regístrese, Notifíquese y Oportunamente devuélvase.
EMILIO LISANDRO FERNÁNDEZ
JUEZ DE CÁMARA
NORA CARMEN DORADO
JUEZA DE CÁMARA
LUIS RENÉ HERRERO
JUEZ DE CÁMARA
ANTE MÍ:
AMANDA LUCÍA PAWLOWSKI
SECRETARIA DE CÁMARA
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Buenos Aires, 23 de febrero de 2015.
AUTOS Y VISTOS:
I.- Surge de autos que mediante la Resolución N° 322/2009 (DI CRSS), la AFIP-DGI no hace lugar a la solicitud de revisión presentada por Microomnibus Norte S.A. respecto de la Resolución Nº 087/2008 (DV SJUR), de acuerdo a lo expuesto en el dictamen que antecede.
II.- A fs. 308/309, se le notificó a la contribuyente de lo resuelto, informándole que la resolución era susceptible de ser revisada por medio del procedimiento establecido en el punto 8 de la Resolución 79/98 AFIP, o por la vía del recurso de apelación ante esta Alzada.
Conforme se desprende de las presentes actuaciones, la parte actora recurre a esta instancia judicial, sin dar cumplimiento con el requisito del pago previo establecido por el art. 15 de la ley 18.820.
III.- Contra ello, la actora interpuso el recurso de apelación de fs. 320/338, el cual reúne los requisitos de admisibilidad y suficiente fundamentación art. 15 de la ley 18.820 y 39 bis del decreto 1.285/58 según art. 26 de la ley 24.463. La recurrente solicita la eximición del depósito previo habida cuenta que acredita que la empresa se encuentra imposibilitada económicamente de afrontar la obligación por encontrarse en concurso preventivo, el que se encuentra tramitando en el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comrcial Nº 3 del Departamento Judicial de Zárate-Campana, acompañando a fs. 359 copia del edicto.
A fs. 386, en oportunidad de disponerse la elevación de las actuaciones, la AFIP deja constancia que el apelante no acreditó el deposito previo de la deuda resultante de la resolución recurrida, según lo preceptúa la normativa de aplicación.
Respecto a la exigencia mencionada en el párrafo anterior, para la viabilidad de este tipo de reclamos, es condición el depósito previo que prevé el art. 15 de la ley 18.820. Dicho art. 15 de la ley 18.820 regula el recurso de apelación contra las resoluciones de la Dirección General Impositiva. Impone dicha norma que "...deberá depositarse el importe de la deuda resultante de la resolución administrativa; su omisión producirá la deserción del recurso". Al respecto, la Corte ha dicho en reiteradas oportunidades que si bien el art. 15 de la ley 18.820 impone un requisito indispensable para la viabilidad del recurso de apelación, sin que ello importe una restricción inconstitucional a las garantías de igualdad y de defensa en juicio (fallos 155:96; 162:363; 235:479; 238:418; 247:181; 261:101; y sus citas: 288:287; 296:57, entre otros), existen situaciones que quedan comprendidas dentro de las hipótesis de excepción que la doctrina de aquella así ha considerado: desproporcionada magnitud del monto del depósito con relación a la concreta capacidad económica del apelante, que tornaría ilusorio su derecho en razón del importante desapoderamiento que podría significar su cumplimiento ( C.S.J.N.: Fallos 247:181; 250:208 y fallo allí citado; ídem Mussio Hnos S.A. s/impugnación actas de inspección", sent. del 25/3/86 y, específicamente, dictamen del señor Procurador General de la Nación Argentina del 26/7/85, cons. IV). El supuesto de monto excepcional y falta comprobada e inculpable de los medios para enfrentar su erogación (Fallos: 256:38; 261:101), y cuando a través del requerimiento de esta clase de recaudos se revele en modo inmediato e inequívoco un propósito persecutorio o desviación de poder de parte de los órganos administrativos de aplicación (fallos 288:287 cons. 10)".
Ello así, la situación de la recurrente debe encuadrarse en la primera de las hipótesis de excepción de creación pretoriana del Alto Tribunal y atento a las constancias de autos, corresponde, en consecuencia, eximir a aquella del depósito previo exigido por el art. 15 de la ley 18.820 y declarar abierta la instancia judicial.
En igual sentido, se ha expedido esta sala en autos "LENCEMAR S.A. c/ DIRECCIÓN GENERAL IMPOSITIVA s/ IMPUGNACIÓN DE RESOLUCIÓN ", mediante Sentencia Definitiva N: 12.201 del 8 de noviembre de 1.999.
IV.- En ese contexto, la recurrente apela, manifestando que el decreto 814/01 establece las alícuotas correspondientes a las contribuciones sobre la nómina salarial con destino a los subsistemas de Seguridad Social. El inc. a) del art. 2 fija la contribución en un 21 % para empleadores que reúnan determinadas características, mientras que el inc. b) la fija en 17% para los restantes empleadores. Agrega que la Resolución General 1095/2001 AFIP, define los requisitos que deberán cumplir los empleadores a los fines de su encuadramiento en alguno de los incisos del mencionado decreto. Expresa que no ha sido analizada la cuestión central propuesta, esto es, el desconocimiento del carácter de empleador, toda vez que la encartada no es más que una administradora de los ingresos y egresos que rigen el sistema de componencia. Argumenta que en el caso, la empresa opera como una sociedad de componentes y en su relación operativa y patrimonial con los mismos, no tiene ingresos, sino que es mera receptora y administradora de fondos para atender erogaciones comunes, actuando en calidad de simple mandataria y administradora de esos fondos que no le son propios, sino que pertenecen a terceros -los “componentes”- careciendo por ende de los ingresos que requiere la obligatoriedad de aplicación de la alícuota contemplada por el decreto 814/01 en su artículo 2 inc. a).
V.- Conforme se desprende de autos, los presentes actuados tienen su origen en el marco de la O.I 11481, mediante la cual el organismo fiscal determinó deuda en concepto de “Diferencias por alícuotas aplicadas a efecto de determina el toral de contribuciones patronales (inc. a del art. 2 del decreto 814/2001”.
Entrando a la cuestión a decidir previamente cabe señalar que le asiste razón al Fisco en cuanto afirma que es el contribuyente el sujeto pasivo de las cargas en la extensión o responsabilidad que acuerden conforme el tipo societario bajo el cual se desenvuelvan y, las especiales circunstancias que rodean a la actividad del transporte automotor no resulta óbice para la aplicación de los extremos previstos de la normativa que se discute.
Sentado ello, la solución a la causa debe hallarse a partir de una correcta interpretación de las disposiciones legales, buscando no violentar su significado específico, procurando dar pleno efecto a la intención que tuvo el legislador al sancionarla -cuya inconsecuencia o falta de previsión jamás puede suponerse-, e intentando que la totalidad de sus preceptos armonicen con el ordenamiento jurídico restante, y con los principios y garantías de la Constitución Nacional. En otras palabras, el juzgador debe aspirar a que su interpretación de las leyes las concilie unas con otras, por lo que ante casos que no se hallen expresamente contemplados ha de preferirse la inteligencia que favorezca y no la que dificulte la armonía del ordenamiento jurídico (fallos 297:142, 300:1080, 303:248, 578, 600 y 957).
Teniendo en cuenta tales parámetros, observamos que el decreto 1009/01 fue dictado por el PEN a fin de precisar los sujetos incluidos en los incs. a y b del art. 2 del decreto 814/01, y por ende, beneficiarios de una reducción de las contribuciones patronales. En el primero de los decretos citados, en oportunidad de definir a los empleadores comprendidos en la ley 24.467 -relativa a las pequeñas y medianas empresas-, el Poder Ejecutivo decidió remitirse a la resolución 24/01 dictada por la Secretaría de la Pequeña y Mediana Empresa (SPYME) dependiente del Ministerio de Economía. Cabe mencionar que, dicha remisión resulta ajustada toda vez que se recurre a la definición de PYME dada por el organismo que dentro de la administración central, posee la competencia específica en la materia, de conformidad con diversas disposiciones –art. 55 de la ley 25.300, 2 y 30 de la ley 24.467, Decretos 908/95, 943/97 y 25/03-; además, de mantenerse la armonía que debe primar en el ordenamiento jurídico, evitando disposiciones contradictorias. En conclusión, no hubiera resultado lógico que el PEN dictara un decreto definiendo a las pequeñas y medianas empresas de forma distinta a la que lo hace la secretaría con autoridad en la materia.
La SPYME, al dictar la resolución 24/01 dispuso que por PYME se entenderá a aquellos empleadores del sector comercio que registren un total de ventas anuales no superior a $ …. Con posterioridad el mencionado organismo, bajo el argumento que la fluctuación del peso frente a las divisas extranjeras en un mercado libre y único de cambios, consideró necesario modificar los valores de ventas establecidos en la Resolución N° 24/2001, dictó la Resolución 675/02 elevando el tope anteriormente señalado a $.... A mayor abundamiento, del considerando de ésta se desprende que “...con relación a las recientes modificaciones en el régimen monetario –cambiario y sus implicancias en el mercado, resultó necesario modificar los valores de ventas establecidos en la Resolución 24/01”. Agregando que “... resulta conveniente elaborar una nueva definición de PYME...”.
De todo lo expuesto, se deduce que si bien no fue dispuesto explícitamente por norma alguna, la modificación dispuesta por la resolución 675/02 indudablemente ha tenido incidencia en el decreto 1009/01 -y consecuentemente en el 814/01-, ya que resolver lo contrario, implicaría convalidar la existencia de disposiciones contrapuestas, situación esta que no puede suponerse. En otras palabras, el concepto de pequeña y mediana empresa debe resultar único para todo el andamiaje jurídico, ya que lo opuesto generaría graves contradicciones, y consecuentemente, una clara inestabilidad jurídica para los contribuyentes.
En otro orden de cosas, efectuando una interpretación literal del art. 1 del decreto 1.009/01 observamos que el PEN, en oportunidad de redactar la citada disposición, tuvo en cuenta las modificaciones a la resolución 24/01 de la SPYME.
Efectivamente, se observa que la misma dispone que a los efectos de lo establecido en el art. 2 del decreto 814/01, resultan comprendido en el inciso a) del primer párrafo de la referida norma, aquellos empleadores cuya actividad principal encuadre en el sector “Servicios” o en el sector “Comercio” de acuerdo a lo “....en la resolución 24 de fecha 15 de febrero de 2.001, y su modificatoria ...”.
Indudablemente, la norma bajo análisis utiliza el término “modificatoria” en singular, por el simple hecho que la fecha en que se dictó el decreto 1009/01 -13/08/2001-, la resolución 24 de la SPYME solo había sufrido una única modificación instrumentada el 26 de abril de 2001 –resolución 22/01-. Sin embargo ello no obsta a que efectuando una adecuada y armónica interpretación de las normas, permita considerar a las posteriores modificaciones a los fines del decreto 1.009/01, y consecuentemente 814/01.
En este sentido, cabe agregar que las normas que estatuyen beneficios de carácter fiscal no deben interpretarse con el alcance más restringido que el texto admita, sino en forma tal que el propósito de la ley se cumpla, lo que equivale a admitir que las exenciones tributarias pueden resultar del indudable propósito de la norma y de su necesaria implicancia" (conf. C.S.J.N., sent. del 10.03.92, "Camarero, Juan C."; C.N.A.Cont.Adm.Fed., Sala I, sent. del 06.08.98, "Y.P.F. Bridas-Chauvco -Tierra del Fuego c/ D.G.I."; ídem, Sala III, sent. del 03.05.01, "Fundación Pérez Companc c/ E.N. - D.G.I." y sent. del 08.09.05, "Cartoon S.A. c/ D.G.I."). En este entendimiento, el decreto 814/01 se dictó a fin que las pequeñas y medianas empresas se vieran favorecidas con una reducción en sus contribuciones patronales, por lo que efectuar interpretaciones con el fin de restringir el número de beneficiarios, resulta claramente contrario al espíritu de la ley.
En definitiva, la interpretación efectuada por el organismo fiscal de la normativa que considera aplicable –esto es decretos 814/01, 1009/01 la Resolución General AFIP 1095/01- en la resolución que en estos autos se recurre resulta desacertada, ya que sólo recepta ambos decretos a fin de reglar la conducta que deben adoptar los contribuyentes para el ingreso de las contribuciones, correspondiendo que aplique además de la normativa citada el art. 1 de la Resolución 675/02 –derogado por la Disposición 147/2006 (SPYME) y Resolución 21/2010 (SPYME), que sustituye el art. 1 de la Resolución Nº 24/01, en cuanto al valor de ventas anuales. Ello así, toda vez que la circunstancia que la Resolución 1095/01 AFIP mencione el importe desactualizado, no resulta óbice para que el beneficio se extienda a partir de la vigencia de las citadas resoluciones.
Por todo lo expuesto, en el particular caso de autos se observa que, a los efectos del encuadramiento establecido en el art. 2 del Decreto 814/2001 tal el cuadro comparativo del cual surge el valor total anual de ventas que luce en la resolución a fs. 351 –que no fueron observados ni discutidos en autos- no han superado los montos establecidos en la normativa citada precedentemente para el período cuestionado, por lo que corresponde revocar la resolución recurrida.
VII.- Finalmente, toda vez que en situaciones análogas este tribunal sostuvo reiteradamente, la aplicación de la doctrina sostenida por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en Fallos 300:895 y sus citas, las costas serán soportadas en el orden causado.
Por ello, el TRIBUNAL RESUELVE: 1) Declarar formalmente admisible el recurso interpuesto; 2) Revocar la resolución recurrida, de acuerdo a las argumentaciones expuestas; 3) Costas por su orden.
Regístrese, notifíquese y remítase.
 
LILIA M MAFFEI DE BORGHI
JUEZ
BERNABE L CHIRINOS
JUEZ
VICTORIA PEREZ TOGNOLA
JUEZ
Ante mí:
Carlos Prota
Secretario
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Buenos Aires, 23 de febrero de 2015.
AUTOS Y VISTOS:
I.- Surge de autos que mediante la Resolución N° 1060/2011 (DI CRSS), la AFIP-DGI no hace lugar a la solicitud de revisión presentada por la contribuyente Empresa Argentina de Servicios Públicos S.A.T.A. contra la Resolución 198/11 (DV RRRI), conforme lo expuesto en el dictamen que antecede.
II.- Asimismo se hizo saber a la contribuyente de lo resuelto, informándole que la resolución era susceptible de ser  revisada por medio del procedimiento establecido en el punto 8 de la Resolución 79/98 AFIP, o por la vía del recurso de apelación ante esta Alzada.
Conforme se desprende de las presentes actuaciones, la parte actora recurre ante esta instancia judicial, sin dar cumplimiento con el requisito del pago previo establecido por el art. 15 de la ley 18.820.
III.- Contra ello, la actora interpuso el recurso de apelación de fs. 106/119 (Cuerpo de Apelación que luce agregado por cuerda), el cual reúne los requisitos de admisibilidad y suficiente fundamentación art. 15 de la ley 18.820 y 39 bis del decreto 1.285/58 según art. 26 de la ley 24.463. La recurrente solicita la eximición del depósito previo habida cuenta que acredita que la empresa se encuentra imposibilitada económicamente de afrontar la obligación por encontrarse “concursada” y asimismo, acompaña balances de los ejecicios económicos Nº 48, 49, 50 y 51 (ver Cuerpo de Antecedentes, O.I N º 503817).
A fs. 840, en oportunidad de disponerse la elevación de las actuaciones, la AFIP deja constancia que el apelante no acreditó el deposito previo de la deuda resultante de la resolución recurrida, según lo preceptúa la normativa de aplicación.
Surge a fs. 1/31 del Cuerpo de Antecedentes, diversa documental que acredita el proceso concursal tramitado ante el Juzgado de Primera Instancia de Distrito en lo Civil y Comercial de la 9ª Nominación de Rosario.
Respecto a la exigencia mencionada en el párrafo anterior, para la viabilidad de este tipo de reclamos, es condición el depósito previo que prevé el art. 15 de la ley 18.820. Dicho art. 15 de la ley 18.820 regula el recurso de apelación contra las resoluciones de la Dirección General Impositiva. Impone dicha norma que "...deberá depositarse el importe de la deuda resultante de la resolución administrativa; su omisión producirá la deserción del recurso". Al respecto, la Corte ha dicho en reiteradas oportunidades que si bien el art. 15 de la ley 18.820 impone un requisito indispensable para la viabilidad del recurso de apelación, sin que ello importe una restricción inconstitucional a las garantías de igualdad y de defensa en juicio (fallos 155:96; 162:363; 235:479; 238:418; 247:181; 261:101; y sus citas: 288:287; 296:57, entre otros), existen situaciones que quedan comprendidas dentro de las hipótesis de excepción que la doctrina de aquella así ha considerado: desproporcionada magnitud del monto del depósito con relación a la concreta capacidad económica del apelante, que tornaría ilusorio su derecho en razón del importante desapoderamiento que podría significar su cumplimiento ( C.S.J.N.: Fallos 247:181; 250:208 y fallo allí citado; ídem Mussio Hnos S.A. s/impugnación actas de inspección", sent. del 25/3/86 y, específicamente, dictamen del señor Procurador General de la Nación Argentina del 26/7/85, cons. IV). ), el supuesto de monto excepcional y falta comprobada e inculpable de los medios para enfrentar su erogación (Fallos: 256:38; 261:101), y cuando a través del requerimiento de esta clase de recaudos se revele en modo inmediato e inequívoco un propósito persecutorio o desviación de poder de parte de los órganos administrativos de aplicación (fallos 288:287 cons. 10)".
Ello así, la situación de la recurrente debe encuadrarse en la primera de las hipótesis de excepción de creación pretoriana del Alto Tribunal y atento a las constancias de autos, corresponde, en consecuencia, eximir a aquella del depósito previo exigido por el art. 15 de la ley 18.820 y declarar abierta la instancia judicial.
En igual sentido, se ha expedido esta sala en autos "LENCEMAR S.A. c/ DIRECCIÓN GENERAL IMPOSITIVA s/ IMPUGNACIÓN DE RESOLUCIÓN ", mediante Sentencia Definitiva N: 12.201 del 8 de noviembre de 1.999.
IV.- En ese contexto, la recurrente apela, manifestando que el organismo fiscal adopta sobre el límite anual de facturación de las empresas contribuyentes, un importe mantenido e invariado desde 2001. Prosigue expresando que AFIP establece una separación entre la Resolución General 1009/2001 y las normas especiales y generales, de rango superior, que le sirvieron de sustento y de las que deriva, dada su naturaleza reglamentaria. De esta manera afirma que el art. 2 del decreto 814/2001 establecía una alícuota uniforme para todas las actividades del 16 % que tuvo corta vigencia. Al poco tiempo, la ley 25.453 (B.O 31/07/2001) lo sustituyó por su redacción actual que introduce las alícuotas diferenciales según se trate del empleador comprendido, o no, en el régimen de la ley 24.467. Agrega que resulta indubitable que el establecimiento de las alícuotas diferenciales es el tratamiento diferenciado que el legislador prodiga a empresas que juzga merecedoras de trato diferente. Que la cifra de “48 millones” no deriva de la voluntad de AFIP, sino de la definición efectuada por la autoridad de aplicación de la ley 24.467 (disposición 24/2001, dictada en ejercicio de la facultad de calificación que le confiere el art. 2 de la citada ley). En suma, sostiene que el decreto 1009/2001 no tuvo como propósito congelar sine die el monto de la facturación a partir de la cual se aplica la alícuota del 21 %, siendo el propósito claro el de equiparar a los efectos de la aplicación del art. 2 del decreto 814/2001, modificado por la ley 25.453, las empresas comerciales con la de servicios. Concluye en que el tope de facturación anual de las empresas comerciales y de servicios, a los efectos de la aplicación de alícuotas uniformes y reducidas del decreto 814/2001, debió modificarse en la medida que la autoridad de aplicación de las leyes 24.467 y 25.300, lo elevó.
En consecuencia solicita la revocación de la resolución 1060/2011 y de la multa del 3% establecido en concepto de multa.
V.- Conforme se desprende de las actuaciones, cabe indicar que la recurrente cuestiona ante esta Alzada, el ajuste determinado por AFIP por la incorrecta aplicación de las disposiciones del decreto 814/2001, art. 2 en los períodos 12/2008 a 03/2010, toda vez que el organismo citado consideró que la contribuyente había ingresado esas obligaciones conforme lo normado por el inc. b) del art. 2 del mencionado decreto, cuando correspondía tributar por la alícuota dispuesta en el inciso a).
Ello así, la solución a la causa debe hallarse a partir de una correcta interpretación de las disposiciones legales, buscando no violentar su significado específico, procurando dar pleno efecto a la intención que tuvo el legislador al sancionarla -cuya inconsecuencia o falta de previsión jamás puede suponerse-, e intentando que la totalidad de sus preceptos armonicen con el ordenamiento jurídico restante, y con los principios y garantías de la Constitución Nacional. En otras palabras, el juzgador debe aspirar a que su interpretación de las leyes las concilie unas con otras, por lo que ante casos que no se hallen expresamente contemplados ha de preferirse la inteligencia que favorezca y no la que dificulte la armonía del ordenamiento jurídico (fallos 297:142, 300:1080, 303:248, 578, 600 y 957).
Teniendo en cuenta tales parámetros, observamos que el decreto 1009/01 fue dictado por el PEN a fin de precisar los sujetos incluidos en los incs. a y b del art. 2 del decreto 814/01, y por ende, beneficiarios de una reducción de las contribuciones patronales. En el primero de los decretos citados, en oportunidad de definir a los empleadores comprendidos en la ley 24.467 -relativa a las pequeñas y medianas empresas-, el Poder Ejecutivo decidió remitirse a la resolución 24/01 dictada por la Secretaría de la Pequeña y Mediana Empresa (SPYME) dependiente del Ministerio de Economía. Cabe mencionar que, dicha remisión resulta ajustada toda vez que se recurre a la definición de PYME dada por el organismo que dentro de la administración central, posee la competencia específica en la materia, de conformidad con diversas disposiciones –art. 55 de la ley 25.300, 2 y 30 de la ley 24.467, Decretos 908/95, 943/97 y 25/03-; además, de mantenerse la armonía que debe primar en el ordenamiento jurídico, evitando disposiciones contradictorias. En conclusión, no hubiera resultado lógico que el PEN dictara un decreto definiendo a las pequeñas y medianas empresas de forma distinta a la que lo hace la secretaría con autoridad en la materia.
La SPYME, al dictar la resolución 24/01 dispuso que por PYME se entenderá a aquellos empleadores del sector comercio que registren un total de ventas anuales no superior a $ …. Con posterioridad el mencionado organismo, bajo el argumento que la fluctuación del peso frente a las divisas extranjeras en un mercado libre y único de cambios, consideró necesario modificar los valores de ventas establecidos en la Resolución N° 24/2001, dictó la Resolución 675/02 elevando el tope anteriormente señalado a $.... A mayor abundamiento, del considerando de ésta se desprende que “...con relación a las recientes modificaciones en el régimen monetario –cambiario y sus implicancias en el mercado, resultó necesario modificar los valores de ventas establecidos en la Resolución 24/01”. Agregando que “... resulta conveniente elaborar una nueva definición de PYME...”
De todo lo expuesto, se deduce que si bien no fue dispuesto explícitamente por norma alguna, la modificación dispuesta por la resolución 675/02 indudablemente ha tenido incidencia en el decreto 1009/01 -y consecuentemente en el 814/01-, ya que resolver lo contrario, implicaría convalidar la existencia de disposiciones contrapuestas, situación esta que no puede suponerse. En otras palabras, el concepto de pequeña y mediana empresa debe resultar único para todo el andamiaje jurídico, ya que lo opuesto generaría graves contradicciones, y consecuentemente, una clara inestabilidad jurídica para los contribuyentes.
En otro orden de cosas, efectuando una interpretación literal del art. 1 del decreto 1.009/01 observamos que el PEN, en oportunidad de redactar la citada disposición, tuvo en cuenta las modificaciones a la resolución 24/01 de la SPYME. Efectivamente, se observa que la misma dispone que a los efectos de lo establecido en el art. 2 del decreto 814/01, resultan comprendidos en el inciso a) del primer párrafo de la referida norma, aquellos empleadores cuya actividad principal encuadre en el sector “Servicios” o en el sector “Comercio” de acuerdo a lo establecido “....en la resolución 24 de fecha 15 de febrero de 2.001, y su modificatoria ...”.
Indudablemente, la norma bajo análisis utiliza el término “modificatoria” en singular, por el simple hecho que la fecha en que se dictó el decreto 1009/01 -13/08/2001-, la resolución 24 de la SPYME solo había sufrido una única modificación instrumentada el 26 de abril de 2001 –resolución 22/01-. Sin embargo ello no obsta a que efectuando una adecuada y armónica interpretación de las normas, permita considerar a las posteriores modificaciones a los fines del decreto 1.009/01, y consecuentemente 814/01.
En este sentido, cabe agregar que las normas que estatuyen beneficios de carácter fiscal no deben interpretarse con el alcance más restringido que el texto admita, sino en forma tal que el propósito de la ley se cumpla, lo que equivale a admitir que las exenciones tributarias pueden resultar del indudable propósito de la norma y de su necesaria implicancia" (conf. C.S.J.N., sent. del 10.03.92, "Camarero, Juan C."; C.N.A.Cont.Adm.Fed., Sala I, sent. del 06.08.98, "Y.P.F. Bridas-Chauvco -Tierra del Fuego c/ D.G.I."; ídem, Sala III, sent. del 03.05.01, "Fundación Pérez Companc c/ E.N. - D.G.I." y sent. del 08.09.05, "Cartoon S.A. c/ D.G.I."). En este entendimiento, el decreto 814/01 se dictó a fin que las pequeñas y medianas empresas se vieran favorecidas con una reducción en sus contribuciones patronales, por lo que efectuar interpretaciones con el fin de restringir el número de beneficiarios, resulta claramente contrario al espíritu de la ley.
En definitiva, la interpretación efectuada por el organismo fiscal de la normativa que considera aplicable –esto es decretos 814/01, 1009/01 la Resolución General AFIP 1095/01- en la resolución que en estos autos se recurre resulta desacertada, ya que sólo recepta ambos decretos a fin de reglar la conducta que deben adoptar los contribuyentes para el ingreso de las contribuciones, correspondiendo que aplique además de la normativa citada el art. 1 de la Resolución 675/02 –derogado por la Disposición 147/2006 (SPYME) y Resolución 21/2010 (SPYME), que sustituye el art. 1 de la Resolución Nº 24/01, en cuanto al valor de ventas anuales. Ello así, toda vez que la circunstancia que la Resolución 1095/01 AFIP mencione el importe desactualizado, no resulta óbice para que el beneficio se extienda a partir de la vigencia de las citadas resoluciones.
Por todo lo expuesto, en el particular caso de autos se observa que la contribuyente, a los efectos del encuadramiento establecido en el art. 2 del Decreto 814/2001 informo los promedios trianuales de facturación, de acuerdo al requerimiento efectuado por el organismo, los que no fueron observados ni discutidos y que no han superado los montos establecidos en la normativa citada precedentemente para el período cuestionado (según documentación obrante en el cuerpo de Antecedentes Nº 1), por lo que corresponde revocar la resolución recurrida.
VI.- Conforme lo resuelto precedentemente, no corresponde el tratamiento del restante agravio.
VII.- Finalmente, toda vez que en situaciones análogas este tribunal sostuvo reiteradamente, la aplicación de la doctrina sostenida por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en Fallos 300:895 y sus citas, las costas serán soportadas en el orden causado.
Por ello, el TRIBUNAL RESUELVE: 1) Declarar formalmente admisible el recurso interpuesto; 2) Revocar la resolución recurrida, de acuerdo a las argumentaciones expuestas; 3) Costas por su orden.
Regístrese, notifíquese y remítase.
 
LILIA M MAFFEI DE BORGHI
JUEZ
BERNABE L CHIRINOS
JUEZ 
VICTORIA PEREZ TOGNOLA
JUEZ
Ante mí:
Carlos Prota
Secretario
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